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1. INTRODUCCION 
 
El sistema jurídico Colombiano en materia de Justicia Penal Militar aún posee  
vacíos jurídicos en cuanto a regulaciones y delitos de actos de servicios, los cuales pese a 
haberse procurado retroalimentarlos, con la Entrada en vigencia del catálogo de Estado 
Social de Derecho, es decir, nuestra Constitución Política de 1991. 
 
De manera que se hace necesario el análisis y estudio pormenorizado del tema de 
víctimas, en aras de dar un razonamiento critico a la protección que emerge en la 
judicialización de los sujetos punibles de la fuerza pública, quienes en razones del 
servicio generan un perjuicio a veces irremediable respecto del daño que pudieran 
ocasionar en la persona, sujeto considerado subversivo, civiles los cuales son sometidos 
en un estado máxime de indefensión, entre otros.  
  
En la elaboración de esta investigación se observó que así existan o no reglas claras 
para la fuerza pública en materia de justicia y, en consecuencia si hay una reforma 
pendiente de realizar, pues actualmente como  está organizada la rama judicial, carece de 
esas condiciones fundamentales  para  cualquier operador de justicia que actúe bajo los 
estándares y principios internacionales de los derechos humanos y del Estado de 
Derecho. Lo cual por ende nos hacer concluir que falta todavía para que en Colombia se 
aplique en todo el sentido el principio de imparcialidad e independencia. 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
En vista de la coyuntura que atraviesa el país y la gran injerencia de la fuerza 
pública en el conflicto interno al combatir los grupos al margen de la ley, se hace 
necesario abordar el tema de la justicia penal militar colombiana desde la óptica de los 
principios Superiores de imparcialidad e independencia en el ámbito procesal, 
consultando las diversas fuentes del derecho nacional y comparado, para que en el 
trasegar investigativo se evidencie con claridad aquella seguridad jurídica en aplicación 
de los principios en cita para las partes procesales. 
 
Según Couture, el derecho debe aplicarse de manera espontánea, sin tener  que 
recurrir sistemáticamente a los procedimientos judiciales o por ultimo a la utilización de 
la fuerza, de lo contrario el sistema estatal colapsaría lo cual expreso así: 
 
 “Imponer el derecho, hacerlo efectivo por la fuerza, es solo un sucedáneo del orden 
jurídico. El derecho nace, en realidad, no ya para ser impuesto sino para ver cumplido 
espontáneamente. Este es su destino. Sin la realización espontánea del derecho, la 
maquinaria estatal estallaría. Si todos los contribuyentes hubieran de ser requeridos 
judicialmente para el pago del impuesto; si todos los conductores hubieran de ser 
sometidos a prisión por no circular como lo dispone la ordenanza; si todos los padres 
debieran ser demandados para dispensar alimentos a sus hijos; si todos los propietarios 
fueran constreñidos a reivindicar en juicio su propiedad; si todo eso, que es sólo una 
ínfima partícula del derecho, hubiera de producirse simultáneamente, la estructura del 
Estado saltaría a pedazos. En cambio, la obediencia espontánea, previsión natural del 
orden jurídico, hace posible que todo sea satisfecho al mismo tiempo. El derecho vale 
porque se cumple; la coacción es un "ersazt". (Couture, 1991:233). 
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Ahora bien, son importantes los avances legislativos colombianos en aras de 
fortalecer la autonomía e independencia en esta jurisdicción especializada, pues mediante 
el acto administrativo 02 del 1995 se reformaron los artículos 116, 152 y 221 de la 
Constitución Política de Colombia, dando un marco normativo claro en aquellos eventos 
en los que se evidencian transgresiones al digesto penal militar en situaciones propias del 
servicio y sobre todo aterrizado a la problemática social interna. 
 
De esta manera se debe indicar el avance histórico que se ha estructurado a través 
de los diferentes estadios de la humanidad, empezando por las época Romana donde se 
avizoró los primeros vestigios de la normatividad especializada castrense, aplicando 
estrictos controles del orden disciplinario a aquellos integrantes de las legiones del 
Imperio en procura de cuidar el honor y que las filas guardaran obediencia al emperador; 
de esta manera hay que recordar y pasar por otro episodio histórico en el robustecimiento 
de la jurisdicción penal militar siendo éste los reinados españoles basando su poderío en 
las estructuras militares que debían guardar obediencia, creando así durante el reinado de 
Carlos III el Decreto Real del 09/02/1973 el fuero militar para los ejércitos españoles.         
 
Apartes de la historia que coadyuvaron al inicio de la jurisdicción penal militar que 
se entrará a analizar en el ámbito constitucional a través de los diferentes ordenamientos 
Superiores que ha tenido Colombia hasta llegar a la Constitución de 1991 que en su 
artículo 221 referencia al tenor <<El fuero militar. Modificado. Acto legislativo 02 de 
1995, art. 1°. De los delitos cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio 
activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales 
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militares, con arreglo a las prescripciones del Código penal militar. Tales cortes o 
tribunales estarán integrados por miembros de la fuerza pública en servicio activo o en 
retiro.>>. A su vez este precepto es desarrollado legalmente por la Ley 14071 de 2010 en 
su artículo 1°.  
 
Apartes normativos anteriores que conllevan a puntualizar en la presente 
investigación si en el campo procesal de la justicia penal militar se cumplen con los 
principios de Imparcialidad e Independencia consagrados los mismos en la Constitución 
colombiana del 91 en los artículos 29 y 228, como así mismo son desarrollados 
legalmente por la Ley 1407 de 2010 en sus artículos 175 y 176 
 
<<Art. 175. Igualdad. Es obligación de los servidores de la Justicia Penal Militar hacer 
efectiva la igualdad de quienes intervienen en la actuación y proteger especialmente a 
aquellas personas que por su condición económica, física y mental, se encuentren en 
circunstancias de debilidad manifiesta. […]. Art. 176. Imparcialidad. En ejercicio de 
las funciones de control de garantías y juzgamiento, los jueces se orientan por el 
imperativo de establecer con objetividad la verdad y la justicia.>> 
 
Ahora bien, en lo que respecta al principio de independencia e imparcialidad el 
tratadista Montón (1995), ha sostenido, que en la concepción del Estado constitucional de 
derecho se requiere mucho más, es decir que la independencia del juez en este contexto 
no sólo se exige una independencia frente al sentido político del ordenamiento, o sea que 
sólo con la facultad de situarse al margen de valoraciones y ponderaciones que realizan 
                                                            
1 Código Penal Militar colombiano. 
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los poderes políticos con potestad normativa es posible apreciar su posible desviación o 
ilegitimidad respecto la Constitución. 
 
Adicionalmente, se establece que distintos organismos internacionales de derechos 
humanos han enfrentado el problema de la compatibilidad de las obligaciones 
iusfundamentales, por un lado, con la configuración contingente de los sistemas 
nacionales de justicia militar y cómo tutelar el derecho al debido proceso en la esfera 
castrense. Junto a lo anterior, los Estados nacionales han ido ajustando sus sistemas de 
justicia militar conforme a los parámetros constitucionales, en lo que se ha llamado un 
proceso de desmilitarización de la justicia militar. ( Sherman, 1970:7 y Karden, 
1973:113-114). 
 
Así mismo la H. Corte Constitucional en sentencia C-361 de 2001 al referirse al 
tema  de principio de independencia del juez, ha indicado <<Los principios de 
independencia e imparcialidad judicial, garantizan a los ciudadanos que el juez tendrá 
un juicio libre, no sometido a presiones de ninguna índole, con lo cual se asegura la 
primacía del orden social justo. Por ello, quien juzga no puede estar afectado por ningún 
tipo de interés personal, ni sujeto a presiones de ninguna clase.>> 
 
Con referencia a lo anterior surge el estudio de esta rama especializada y castrense 
como lo es la justicia penal militar colombiana, la cual pertenece a la rama ejecutiva de 
poder público de acuerdo al Decreto 1512 de 2000 y justo es allí donde se evidencia el 
interrogante, puesto que al no estar en la rama jurisdiccional y depender del ejecutivo se 
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perdería en determinadas instancias o asuntos la imparcialidad e independencia, máxime 
cuando en algunos casos se esté juzgando personal uniformado con un alto grado o cargo 
importante lo cual nos permite profundizar y determinar por medio de este proyecto 
investigativo si por parte de los jueces de la jurisdicción penal militar se está ejerciendo 
la aplicación del principio de imparcialidad e independencia en la Justicia Penal Militar 
que se encuentra adscrita a la rama ejecutiva del poder público, esto en el periodo 
comprendido entre 2010 al 2013 en Colombia.   
2.1 Pregunta del Problema. 
Se ha aplicado el principio de imparcialidad e independencia en la Justicia Penal 
Militar que se encuentra adscrita a la rama ejecutiva del poder público en el Quindío, 
durante el período comprendido entre 2013/I al 2014/II? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
L o s  p r i n c i p i o s  d e  I m p a r c i a l i d a d  e  I n d e p e n d e n c i a  | 11 
3. HIPOTESIS 
Hipótesis Afirmativa 
 
• Se aplicó en el Quindío durante el período comprendido 2013/I – 2014/II el 
principio de imparcialidad e independencia en la Justicia Penal Militar que se 
encuentra adscrita a la rama ejecutiva del poder público.  
 
Hipótesis Negativa 
 
• No se aplicó en el Quindío durante el período comprendido 2013/I – 2014/II el 
principio de imparcialidad e independencia en la Justicia Penal Militar que se 
encuentra adscrita a la rama ejecutiva del poder público.  
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4. JUSTIFICACION 
 
En el sistema jurídico Colombiano en materia de Justicia Penal Militar aún  
prevalecen vacíos jurídicos en cuanto a regulaciones y delitos de actos del servicio, que 
pese a haberse procurado retroalimentarlos, con la entrada en vigencia del catálogo del 
Estado Social de Derecho, es decir, la Constitución Política de 1991, dicha circunstancia 
hace necesario el análisis y estudio pormenorizado del tema de los principios de 
imparcialidad e independencia, en aras de dar un razonamiento crítico a la protección que 
emerge en la judicialización de los sujetos punibles de la fuerza pública, quienes en razón 
del servicio generan un perjuicio o vulneran los bienes jurídicamente tutelados por la 
legislación penal militar.   
 
Así mismo, como mecanismo para propender por el efectivo desarrollo de la 
función jurisdiccional ejercida contra los miembros activos de las FF.MM se creó la 
Justicia Penal Militar, y en pro de garantizar la facultad punitiva del Estado se facultó a 
unos funcionarios judiciales los cuales la integran, siendo estos revestidos de la actividad 
y autonomía investigadora.   
 
En vista de la coyuntura que atraviesa el país y la gran injerencia de la fuerza 
pública en el conflicto interno al combatir los grupos al margen de la ley, se hace 
necesario abordar el tema de la justicia penal militar colombiana desde la óptica de los 
principios Superiores de imparcialidad e independencia en el ámbito procesal, 
consultando las diversas fuentes del derecho nacional y comparado, para que en el 
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trasegar investigativo se evidencie con claridad aquella seguridad jurídica en aplicación 
de los principios en cita para las partes procesales. Adicionalmente,  se espera que los 
resultados que arroje esta investigación, pueden ser utilizados por los Jueces Penales 
Militares, a título consultivo. 
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5. OBJETIVOS 
 
5.1 Objetivo General 
 
• Analizar el principio constitucional de imparcialidad e independencia y su 
aplicación en la Jurisdicción Penal Militar teniendo en cuenta que hace parte de la 
rama ejecutiva del poder público en el Quindío durante el período 2013/I – 
2014/II. 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
• Evidenciar en el tiempo la evolución y dinamismo normativo de la Justicia Penal 
Militar en Colombia.  
  
• Referir desde la óptica de las fuentes del derecho los principios de independencia 
e imparcialidad en la Jurisdicción Penal Militar colombiana. 
 
• Indicar si por parte de los jueces de la Jurisdicción Penal Militar en el Quindío 
cumplen con la aplicación de los principios procesales de independencia e 
imparcialidad.  
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado de Arte 
 
Como primer antecedente investigativo internacional encontramos la tesis titulada: 
“Independencia e imparcialidad en sistemas de justicia militar: Estándares 
Internacionales comparados”  elaborado por el profesor de Derecho  Pablo Contreras V, 
Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad Alberto Hurtado, Magister en 
Gobierno y Sociedad y Mención en Derecho Internacional de los Derechos Humanos de 
Northwest University. En el trabajo investigativo anteriormente descrito se encuentra un 
análisis de los estándares internacionales de los derechos humanos aplicables a los 
sistemas de Justicia Militar en materia de independencia e imparcialidad en los 
tribunales. Adicionalmente, encontramos desde un punto analítico como el autor 
Contreras, introduce la legitimidad de la justicia militar desde tres dimensiones las cuales 
se citaran a continuación: 
 
“La primera de ella –y, quizás, la más relevante– se ocupa de la competencia de los 
tribunales militares para juzgar civiles. Como veremos, existe una tendencia global a 
restringir la competencia ratione personae de los tribunales militares. Los ciudadanos 
civiles no se encuentran sometidos al riguroso sistema de disciplina militar ya que no 
tienen, prima facie, deberes legales en relación con el servicio castrense ni con las 
órdenes del mando militar. La extensión de la competencia de los sistemas de justicia 
militar a civiles es, por tanto, al menos contraintuitivo. La segunda dimensión se define 
por el déficit de garantías del debido proceso ante los tribunales militares. Las reglas 
especiales y distintas del proceso penal común ponen en cuestionamiento la igualdad en 
la aplicación de la ley entre ciudadanos y personal militar, quienes, a su vez, son 
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ciudadanos en uniforme. Finalmente, la tercera dimensión dice relación con la 
estructura orgánica de los tribunales y los mecanismos para asegurar un juicio 
independiente e imparcial. Una vez que se acepta la posibilidad de un sistema penal 
paralelo con notas castrenses, la dificultad reside en los déficits de independencia e 
imparcialidad del Poder Ejecutivo.” (Contreras, 2011:191-248). 
 
Como antecedente nacional  investigativo encontramos la tesis titulada: “La 
Justicia Penal Militar Colombiana y los Principios Procesales Constitucionales de 
Independencia  e imparcialidad, después de la separación de la función de Jurisdicción 
con la Función de Comando” elaborada por Consuelo Amparo Henao Toro, Felipe 
Andrés Marín Pinto y Ingrid Regina Petro González, trabajo de investigación en el cual 
se realiza un análisis a la Justicia Penal Militar Colombiana haciendo un seguimiento 
desde su origen y evolución con la vigencia del decreto 2550 de 1988 siguiendo los 
principios de esta normativa penal militar. Lo cual contribuye en nuestra en investigación 
desde el punto de vista histórico. 
 
Así también, encontramos la tesis de grado “La gestión de los órganos de control y 
el protagonismo de sus dirigentes” de  Jorge Eduardo Ramírez Muñoz de la Universidad 
Militar Nueva Granada, Facultas de Ciencias Económicas, Especialización en Control 
Interno. En el cual se hace hincapié en que: “el conjunto de las instituciones que 
desempeñan el control fiscal, administrativo y penal, además de cumplir una función de 
control y de poner límites, sujetos al marco de sus funciones y las competencias 4 
establecidas en las leyes y en los reglamentos, deben tener una función más trascendental 
que rebasa el simple ámbito de control, la función de garantizar un óptimo 
funcionamiento del estado. No basta con controlar si el estado no mejora su rol y 
L o s  p r i n c i p i o s  d e  I m p a r c i a l i d a d  e  I n d e p e n d e n c i a  | 17 
optimiza la administración de los recursos públicos, no es suficiente el control 
disciplinario si este no contribuye a la moralidad administrativa y a mejorar las 
competencias de los servidores públicos; tampoco funciona un sistema penal acusatorio si 
no hay justicia pronta e imparcial.” (Ramírez, 2013). 
 
6.2 Marco Teórico  
 
Historia de la Justicia Penal Militar y el Fuero Penal Militar 
          
Según el Sargento Primero Aragón Rodríguez, La justicia Penal Militar se 
fortaleció  y tomo su merecida posición en la historia Colombiana durante el mandato del 
General Francisco de Paula Santander denominado como el hombre de las leyes. Fue en 
1886  que la Constitución  en su título XVI compuesto de VI artículos  fue donde se entró 
a definir las instituciones militares  y de manera específica en el artículo 170  se 
estableció: “De los delitos cometidos  por los militares en servicio activo y en relación 
con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales  o tribunales militares, con 
arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar” lo cual ha permanecido intacto 
hasta el día de hoy. 
 
Justicia Penal Militar en Colombia 
 
Según Valencia Tovar, Álvaro (S.F.) La Constitución de 1886 puso fin a la 
"reformitis" que caracterizó el proceso constitucional del siglo XIX. Redactada en 
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términos de claridad y precisión, puede considerarse obra maestra de lenguaje, estilo y 
vertebración filosófica. En lo tocante a la Fuerza Pública, el Título XVI en sus seis 
artículos definió el ser de las instituciones militares en Colombia, y en sus artículos 169 y 
170 determinó dos aspectos fundamentales de la justicia penal y el fuero que la sustenta, 
al determinar que "Los militares no pueden ser privados de sus grados, honores y 
pensiones sino en los casos y del modo que determine la ley", el primero, y que "De los 
delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación con el mismo servicio, 
conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, con arreglo a las prescripciones 
del Código Penal Militar", el segundo. 
 
Así también hace hincapié en que la Constitución de 1991 repitió literalmente, con 
algunas adaptaciones propias de la evolución de las instituciones castrenses, lo 
determinado sabiamente por la Carta del 86. Sin embargo, la Corte Constitucional 
determinó que, en lo relacionado con el régimen disciplinario, la Procuraduría General de 
la Nación tiene facultades disciplinarias sobre los militares como sobre cualquier 
funcionario público, con lo cual se consagró un concepto del Órgano Ejecutivo, 
instaurado desde 1988 como mandato constitucional. 
 
Valencia Tovar dijo menciona que: 
“La interpretación de la Corte en este caso obedece al concepto de que el militar es un 
simple funcionario del Estado, lo cual es inexacto. Ningún funcionario público está 
obligado a exponer y sacrificar la vida en ejercicio de su cargo, ni comete actos punibles 
equivalentes a aquellos en que puede incurrir un militar. El régimen disciplinario puede 
considerarse como el primer nivel del edificio jurídico penal militar. Por consiguiente, 
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debe recibir el mismo tratamiento, y la injerencia de la Procuraduría en un ámbito tan 
peculiar y especializado resulta nociva, como ha podido comprobarse en la realidad. 
El tránsito de la justicia del sistema inquisitivo al acusatorio dispuesto por la Constitución 
del 91, obligó a adaptar la estructura de las justicias tanto ordinaria como militar al nuevo 
ordenamiento. Los códigos de procedimiento y ejercicio de la función judicial hubieron de 
sujetarse a este cambio trascendental, así como las instancias propias de los procesos 
penales. En el ramo de Defensa se creó la Dirección General de la Justicia Penal Militar a 
cargo de un brigadier general, con responsabilidad en la vigilancia y correcta 
administración de la justicia en todos los niveles jerárquicos.” 
 
En síntesis, del Derecho español se recibió un modelo de instancias que ha 
sobrevivido hasta el presente, adaptándose a los cambios orgánicos de las formaciones de 
guerra. La primera corresponde a los mandos de regimiento (hoy batallón). La segunda, 
para fines de apelación o consulta, la constituía el Consejo Supremo de Guerra y por 
último la Corona. Así también, en el sistema republicano el Consejo Supremo vino a ser 
el Tribunal Superior Militar aún vigente y la Corona se remplazó por la Alta Corte, hoy 
Corte Suprema de Justicia en la instancia de casación. Adicionalmente, el Fuero Militar y 
todo el aparato jurídico que de él se desprendió como Justicia Militar han sido, pues, una 
constancia histórica de la jurisprudencia colombiana. 
 
Fuero Militar 
La palabra fuero etimológicamente significa foro o tribunal y proviene del latin 
fórum  (Rodriguez,, 1980:9). 
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De acuerdo con Cabanellas2, fuero tiene un amplio significado: 
1. El tribunal a cuya jurisdicción está sometido el reo o demandado, designado en 
este sentido como fuero competente. 
2. El Juicio, la jurisdicción y potestad de juzgar, en cuyo sentido se dice  que tal 
causa pertenece al fuero  eclesiástico, si corresponde el juicio a la jurisdicción o 
potestad eclesiástica, etc. 
3. El lugar del juicio, esto es el lugar o sitio en que se hace o administra justicia. 
4. El distrito o territorio dentro del cual  puede cada juez ejercer su jurisdicción. 
 
6.3 Marco Jurídico 
Rama Judicial en Colombia  
Definición y Organigrama (Const. 1991, Arts. 228-230) 
 La Rama judicial es la encargada de administrar la justicia en el Estado 
colombiano. Está compuesta por distintos órganos articulados del poder público 
destinado a dirimir conflictos conforme al derecho colombiano.  
 
Artículo 228: La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 
establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se 
                                                            
2 Canabellas, G. (1981). Diccionario de Derecho Usual. Buenos Aires: Editorial Heliasta S.R.l. 
p.120 
 
L o s  p r i n c i p i o s  d e  I m p a r c i a l i d a d  e  I n d e p e n d e n c i a  | 21 
observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo. 
 
Artículo 229: Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 
administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 
representación de abogado. 
 
Artículo 230: Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la 
ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son 
criterios auxiliares de la actividad judicial. 
 
Características y formas de elección de los magistrados de la República de 
Colombia (Const. 1991, Arts. 231-233 y 239) 
 
Artículo 231: Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado serán nombrados por la respectiva corporación, de listas enviadas por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
Artículo 232: Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema 
de Justicia y del Consejo de Estado se requiere: 
1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio. 
2. Ser abogado. 
3. No haber sido condenado por sentencia judicial a pena privativa de 
la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 
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4. Haber desempeñado, durante diez años, cargos en la Rama Judicial 
o en el Ministerio Público, o haber ejercido, con buen crédito, por el mismo 
tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra universitaria en disciplinas jurídicas 
en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
Parágrafo. Para ser Magistrado de estas corporaciones no será requisito pertenecer a 
la carrera judicial. 
 
Artículo 233: Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de 
Justicia y del Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, 
no podrán ser reelegidos y permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen 
buena conducta, tengan rendimiento satisfactorio y no hayan llegado a edad de retiro 
forzoso. 
 
Artículo 239: La Corte Constitucional tendrá el número impar de miembros que 
determine la ley. En su integración se atenderá el criterio de designación de magistrados 
pertenecientes a diversas especialidades del Derecho. Los Magistrados de la Corte 
Constitucional serán elegidos por el Senado de la República para períodos individuales de 
ocho años, de sendas ternas que le presenten el Presidente de la República, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado. Los Magistrados de la Corte Constitucional 
no podrán ser reelegidos. 
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La Rama Judicial en Colombia está constituida funcionalmente por cuatro cinco 
jurisdicciones (Ordinaria, Contenciosa Administrativa, Constitucional, Disciplinaria y 
especiales) de las cuales se desprenden correspondientemente cuatro altas cortes para las 
primeras cuatro jurisdicciones, a saber: la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, la Corte Constitucional, y Consejo Superior de la Judicatura.  
 
Funciones de la Jurisdicción Ordinaria 
 
Todos los jueces que hacen parte de esta jurisdicción están llamados a dirimir los 
conflictos y decidir controversias entre particulares a partir del derecho. La Corte 
Suprema de Justicia, máximo estamento de esta jurisdicción, es esencialmente una Corte 
de Casación que mediante sus decisiones unifica la jurisprudencia nacional y decide de 
forma definitiva los litigios de los cuales tiene conocimiento. Esta corte tiene además las 
funciones de juzgar al Presidente de la República, a los miembros del Congreso y demás 
altos funcionarios del Estado colombiano. La Corte Suprema de Justicia es elegida por sí 
misma a partir de un sistema de cooptación y también tiene la labor de enviar ternas al 
Congreso de la República para la elección de la Corte Constitucional.  
Corte Suprema de Justicia (Const. 1991, Art. 234) 
Artículo 234: La Corte Suprema de Justicia es el máximo tribunal de la jurisdicción 
ordinaria y se compondrá del número impar de magistrados que determine la ley. Esta 
dividirá la Corte en salas, señalará a cada una de ellas los asuntos que deba conocer 
separadamente y determinará aquellos en que deba intervenir la Corte en pleno. 
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Funciones de la Corte Suprema de Justicia (Const. 1991, Art. 235) 
Artículo 235: Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
1. Actuar como tribunal de casación. 
2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces y a los altos 
funcionarios de que trata el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les 
impute, conforme al artículo 175 numerales 2 y 3. 
3. Investigar y juzgar a los miembros del Congreso.4. Juzgar, previa acusación del 
Fiscal General de la Nación, a los Ministros del Despacho, al Procurador General, 
al Defensor del Pueblo, a los Agentes del Ministerio Público ante la Corte, ante el 
Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los Departamentos 
Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefes 
de misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de 
Tribunales y a los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos 
punibles que se les imputen. 
4. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos 
acreditados ante el Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho 
Internacional. 
5. Darse su propio reglamento. 
6. Las demás atribuciones que señale la ley. 
Parágrafo. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de 
su cargo, el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con 
las funciones desempeñadas. 
Composición de la Corte Suprema de Justicia 
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Artículo 15 Ley 270 de 1996. INTEGRACIÓN.  
 
La Corte Suprema de Justicia es el máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria y 
está integrada por veintitrés (23) magistrados, elegidos por la misma corporación para 
períodos individuales de ocho años, de listas superiores a cinco (5) candidatos que reúnan 
los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
El Presidente elegido por la corporación la representará y tendrá las funciones que 
le señalen la ley y el reglamento. 
 
Artículo 16 de la Ley 270 de 1996. SALAS. <Artículo modificado por el artículo 7 
de la Ley 1285 de 2009.  
Sala Plena 
Artículo 16 de la Ley 270 de 1996: La Sala Plena estará integrada por todos los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia.  
Artículo 17 de la Ley 270 de 1996: La Sala Plena cumplirá las siguientes funciones: 
1. Numeral modificado por el artículo 2 de la Ley 585 de 2000. El nuevo texto es el 
siguiente:> Elegir a los Magistrados, de los Tribunales Superiores de Distrito 
Judicial de conformidad con las normas sobre carrera judicial. Así mismo, elegir 
al Secretario General y designar a los demás empleados de la Corporación, con 
excepción de las Salas y Despachos, los cuales serán designados por cada una de 
aquellas o por los respectivos Magistrados. 
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2. Resolver los asuntos administrativos y jurisdiccionales que correspondan a la 
Corporación. 
3. Resolver los conflictos de competencia en la Jurisdicción Ordinaria, que no 
correspondan a alguna de sus Salas o a otra autoridad judicial. 
4. Darse su propio reglamento. 
5. <Numeral modificado por el artículo 2 de la Ley 585 de 2000. El nuevo texto es 
el siguiente:> Hacer, previo el estudio en cada Sala de Casación, la evaluación del 
factor cualitativo de la calificación de servicios de los Magistrados de los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial, que servirá de base para la calificación 
integral. 
6. Las demás que le prescriban la Constitución, la ley o el reglamento. 
Sala de Gobierno 
Artículo 16 de la Ley 270 de 1996: La Sala de Gobierno estará integrada por el 
Presidente y el Vicepresidente de la Corte Suprema de Justicia y los presidentes de cada 
una de las salas especializadas.  
Sala de Casación Civil y Agraria 
Artículo 16 de la Ley 270 de 1996: La Sala de Casación Civil y Agraria estará 
integrada por siete magistrados. 
 
Las Salas de Casación Civil y Agraria Laboral y Penal, actuarán según su 
especialidad como Tribunal de Casación, pudiendo seleccionar las sentencias objeto de su 
pronunciamiento, para los fines de unificación de la jurisprudencia, protección de los 
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derechos constitucionales y control de legalidad de los fallos. También conocerán de los 
conflictos de competencia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten entre las 
Salas de un mismo tribunal, o entre Tribunales, o entre estos y juzgados de otro distrito, o 
entre juzgados de diferentes distritos. 
Sala de Casación Laboral 
Artículo 16 de la Ley 270 de 1996: La Sala de Casación Laboral estará integrada 
por siete magistrados. 
 
Las Salas de Casación Civil y Agraria Laboral y Penal, actuarán según su 
especialidad como Tribunal de Casación, pudiendo seleccionar las sentencias objeto de su 
pronunciamiento, para los fines de unificación de la jurisprudencia, protección de los 
derechos constitucionales y control de legalidad de los fallos. También conocerán de los 
conflictos de competencia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten entre las 
Salas de un mismo tribunal, o entre Tribunales, o entre estos y juzgados de otro distrito, o 
entre juzgados de diferentes distritos.  
Sala de Casación Penal 
Artículo 16 de la Ley 270 de 1996: La Sala de Casación Penal estará integrada por 
nueve magistrados. 
 
Las Salas de Casación Civil y Agraria Laboral y Penal, actuarán según su 
especialidad como Tribunal de Casación, pudiendo seleccionar las sentencias objeto de su 
pronunciamiento, para los fines de unificación de la jurisprudencia, protección de los 
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derechos constitucionales y control de legalidad de los fallos. También conocerán de los 
conflictos de competencia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten entre las 
Salas de un mismo tribunal, o entre Tribunales, o entre estos y juzgados de otro distrito, o 
entre juzgados de diferentes distritos. 
Jurisdicción de lo contencioso administrativo 
 
Los jueces de esta jurisdicción están llamados a solucionar los conflictos que se 
presentan entre particulares y el Estado, o los conflictos que se presentan al interior del 
Estado mismo. El órgano máximo y de cierre jurisprudencial de esta jurisdicción es el 
Consejo de Estado que tiene como funciones conocer de las acciones de nulidad por 
inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno que no sean de competencia 
de la Corte Constitucional (Actos Administrativos principalmente), actuar como máximo 
cuerpo consultivo del gobierno en temas administrativos, entre otras. Al igual que los 
magistrados de la Corte Constitucional, los magistrados de esta Corte de Cierre de la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se eligen por un sistema de cooptación 
interna a partir de listas enviadas por el Consejo Superior de la Judicatura. También 
deberán enviar ternas al Congreso para la elección de los magistrados de la Corte 
Constitucional.  
Consejo De Estado 
 
El Consejo de Estado es el máximo órgano de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, resuelve en última instancia los procesos que involucran al Estado y a los 
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particulares, o los procesos que involucran a dos Entidades Estatales; además cumple una 
función consultiva pues es el órgano al que debe recurrir el Gobierno antes de tomar 
ciertas decisiones, no para pedir autorización, sino para saber de su consejo, dictamen u 
opinión en ciertos asuntos. 
 
El Consejo de Estado tendrá el número impar de Magistrados que determine la ley 
(Const. 1991, Art. 236) 
 
Artículo 236: El Consejo se dividirá en salas y secciones para separar las funciones 
jurisdiccionales de las demás que le asignen la Constitución y la ley. La ley señalará las 
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban 
integrarlas y su organización interna. 
Funciones del Consejo de Estado: (Const. 1991, Art. 237) 
Artículo 237: Son atribuciones del Consejo de Estado: 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, 
conforme a las reglas que señale la ley. 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos 
dictados por el Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte 
Constitucional. 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del Gobierno en asuntos de 
administración, debiendo ser necesariamente oído en todos aquellos casos que la 
Constitución y las leyes determinen. En los casos de tránsito de tropas extranjeras 
por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques o aeronaves extranjeros 
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de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la nación, el gobierno 
debe oír previamente al Consejo de Estado. 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y 
proyectos de ley. 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los congresistas, de 
conformidad con esta Constitución y la ley. 
6. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
Artículo 238. La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender 
provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos 
de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial. 
Integración y Composición del Consejo de Estado  
Art 34 Ley 270 de 1996. <Artículo modificado por el artículo 9 de la Ley 1285 de 
2009. El nuevo texto es el siguiente:> El Consejo de Estado es el máximo Tribunal de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y estará integrado por treinta y un (31) 
magistrados, elegidos por la misma Corporación para los períodos individuales que 
determina la Constitución Política, de listas superiores a cinco (5) candidatos, que reúnan 
los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
El Consejo de Estado ejerce sus funciones por medio de tres (3) Salas, integradas 
así: la Plena, por todos sus miembros; la de lo Contencioso Administrativo, por 
veintisiete (27) consejeros y la de Consulta y Servicio Civil, por los cuatro (4) consejeros 
restantes. 
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Artículo 36 de la Ley 270 de 1996. DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. <Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 1285 de 2009. 
El nuevo texto es el siguiente:> La Sala de lo Contencioso Administrativo se dividirá en 
cinco (5) Secciones, cada una de las cuales ejercerá separadamente las funciones que de 
conformidad con su especialidad y cantidad de trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo 
de Estado, de acuerdo con la ley y el reglamento interno de la Corporación y estarán 
integradas de la siguiente manera: 
La Sección Primera, por cuatro (4) magistrados. La Sección Segunda se dividirá en 
dos (2) subsecciones, cada una de las cuales estará integrada por tres (3) Magistrados. La 
Sección Tercera se dividirá en tres (3) subsecciones, cada una de las cuales estará 
integrada por tres (3) magistrados. La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados, ya 
Sección Quinta, por cuatro (4) magistrados. 
Sin perjuicio de las específicas competencias que atribuya la ley, el reglamento de 
la Corporación determinará y asignará los asuntos y las materias cuyo conocimiento 
corresponda a cada Sección y a las respectivas subsecciones. En todo caso, la acción de 
pérdida de investidura de congresistas será de competencia de la sala plena de lo 
contencioso administrativo. 
Sala Plena 
Artículos 34 de la Ley 270 de 1996: La Sala plena del Consejo de Estado estará 
integrada por todos los miembros del Consejo de Estado. 
 
Artículo 35 de la Ley 270 de 1996: La Sala Plena del Consejo de Estado tendrá las 
siguientes atribuciones administrativas: 
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1. Elegir los Consejeros para proveer los nuevos cargos que se creen, llenar las 
vacantes de conformidad con la Constitución y la ley. 
2. Elegir al Secretario General, y demás empleados de la Corporación con excepción 
de los de las Salas, Secciones y Despachos, los cuales serán designados por cada 
una de aquéllas o por los respectivos Consejeros. 
3. <Numeral derogado tácitamente por el Artículo 14 del Acto Legislativo 1 de 
2003, modificatorio del Artículo 264 de la Constitución Política.> 
4. Proveer las faltas temporales del Contralor General de la República. 
5. Distribuir, mediante Acuerdo, las funciones de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo que no deban ser ejercidas en pleno, entre las Secciones que la 
constituyen, con base en un criterio de especialización y de volumen de trabajo. 
6. Integrar las comisiones que deba designar, de conformidad con la ley o el 
reglamento. 
7. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de servicios de los 
Magistrados de los Tribunales Administrativos, que servirá de base para la 
calificación integral. 
8. Darse su propio reglamento. 
9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia, para períodos de dos 
años, al Auditor ante la Contraloría General de la República o a quien deba 
reemplazarlo en sus faltas temporales o absolutas, sin que en ningún caso pueda 
reelegirlo; y, 
10. Ejercer las demás funciones que le prescriban la Constitución, la ley y el 
reglamento. 
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Sala de lo Contencioso Administrativo 
 
Artículo 34 de la Ley 270 de 1996: La Sala de lo contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado estará integrada por 27 consejeros. 
 
Artículo 36 de la Ley 270 de 1996: <Artículo modificado por el artículo 10 de la 
Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> La Sala de lo Contencioso 
Administrativo se dividirá en cinco (5) Secciones, cada una de las cuales ejercerá 
separadamente las funciones que de conformidad con su especialidad y cantidad de 
trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo de Estado, de acuerdo con la ley y el 
reglamento interno de la Corporación y estarán integradas de la siguiente manera: 
 
La Sección Primera, por cuatro (4) magistrados. 
La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de las cuales estará 
integrada por tres (3) Magistrados. 
La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsecciones, cada una de las cuales estará 
integrada por tres (3) magistrados. 
La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados, y 
La Sección Quinta, por cuatro (4) magistrados. 
 
Sin perjuicio de las específicas competencias que atribuya la ley, el reglamento de 
la Corporación determinará y asignará los asuntos y las materias cuyo conocimiento 
corresponda a cada Sección y a las respectivas Subsecciones. En todo caso, la acción de 
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pérdida de investidura de congresistas será de competencia de la sala plena de lo 
contencioso administrativo. 
Sala de Consulta y Servicio Civil  
Artículo 34 de la Ley 270 de 1996: La Sala de Consulta Civil del Consejo de Estado 
estará integrada por 4 consejeros. 
 
Artículo 38 de la Ley 270 de 1996: La Sala de Consulta y Servicio Civil tendrá las 
siguientes atribuciones: 
1. Absolver las consultas jurídicas generales o particulares, que le formule el 
Gobierno Nacional. 
2. Preparar los proyectos de ley y de códigos que le encomiende el Gobierno 
Nacional. El proyecto se entregará al Gobierno por conducto del Ministro o 
Director de Departamento Administrativo correspondiente, para su presentación a 
la consideración del Congreso. 
3. Revisar los contratos y conceptuar sobre las cuestiones jurídicas relativas al 
Servicio Civil, en los casos previstos por la ley. 
4. Conceptuar sobre los contratos que se proyecte celebrar con empresas privadas 
colombianas, escogidas por concurso público de méritos, en los casos especiales 
autorizados por la ley, para efectuar el control fiscal de la gestión administrativa 
nacional. 
5. Verificar, de conformidad con el Código Electoral, si cada candidato a la 
Presidencia de la República reúne o no los requisitos constitucionales y expedir la 
correspondiente certificación. 
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Jurisdicción Constitucional 
 
La jurisdicción Constitucional es la rama de la justicia que vela por la supremacía 
de la Constitución Política Colombiana y el Estado de Derecho en todo el territorio 
Nacional. Todos los jueces de la nación, independientemente de su ámbito de 
especialización, pertenecen a esta rama y pueden conocer en primera instancia acciones 
de tipo constitucional como la Tutela. La Corte Constitucional, máximo estamento de 
esta jurisdicción, fue creada por la actual Constitución Política, vigente desde el 7 de julio 
de 1991. La Corte es un organismo perteneciente a la rama judicial del Poder Público y se 
le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Carta Política, considerándola así 
como la Corte de Cierre del sistema judicial colombiano. Está Compuesta por nueve 
magistrados que son elegidos por el Congreso de sendas ternas enviadas por el Presidente 
de la República, la Corte Suprema y el Consejo de Estado.  
Composición de la Corte Constitucional y período de magistrados (Const. 1991, Arts. 
239-240) 
Artículo 239: La Corte Constitucional tendrá el número impar de miembros que 
determine la ley. En su integración se atenderá el criterio de designación de magistrados 
pertenecientes a diversas especialidades del Derecho. Los Magistrados de la Corte 
Constitucional serán elegidos por el Senado de la República para períodos individuales de 
ocho años, de sendas ternas que le presenten el Presidente de la República, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado. Los Magistrados de la Corte Constitucional 
no podrán ser reelegidos. 
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Artículo 240: No podrán ser elegidos Magistrados de la Corte Constitucional 
quienes durante el año anterior a la elección se hayan desempeñado como Ministros del 
Despacho o Magistrados de la Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado. 
Funciones de la Corte Constitucional (Const. 1991, Arts. 241-244) 
Artículo 241: A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con 
tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los 
ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea 
su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad 
de la convocatoria a un referendo o a una Asamblea Constituyente para reformar 
la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las 
consultas populares y plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios 
de procedimiento en su convocatoria y realización. 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos 
contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de 
procedimiento en su formación. 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos 
contra los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en 
los artículos 150 numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o 
por vicios de procedimiento en su formación. 
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6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos 
que dicte el Gobierno con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la 
Constitución. 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que 
hayan sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales, y de los proyectos 
de leyes estatutarias, tanto por su contenido material como por vicios de 
procedimiento en su formación. 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas 
con la acción de tutela de los derechos constitucionales. 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de 
las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, dentro 
de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá 
intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte los declara 
constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario 
no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean 
declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el Presidente de la República 
sólo podrá manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva. 
11. Darse su propio reglamento. 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la 
formación del acto sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió 
para que, de ser posible, enmiende observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir 
sobre la exequibilidad del acto. 
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Artículo 242: Los procesos que se adelanten ante la Corte Constitucional en las materias 
a que se refiere este título, serán regulados por la ley conforme a las siguientes 
disposiciones: 
1. Cualquier ciudadano podrá ejercer las acciones públicas previstas en el artículo 
precedente, e intervenir como impugnador o defensor de las normas sometidas a 
control en los procesos promovidos por otros, así como en aquéllos para los 
cuales no existe acción pública. 
2. El Procurador General de la Nación deberá intervenir en todos los procesos. 
3. Las acciones por vicios de forma caducan en el término de un año, contado desde 
la publicación del respectivo acto. 
4. De ordinario, la Corte dispondrá del término de sesenta días para decidir, y el 
Procurador General de la Nación, de treinta para rendir concepto. 
5. En los procesos a que se refiere el numeral 7 del artículo anterior, los términos 
ordinarios se reducirán a una tercera parte y su incumplimiento es causal de mala 
conducta, que será sancionada conforme a la ley. 
Artículo 243: Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen 
tránsito a cosa juzgada constitucional. Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido 
material del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan 
en la Carta las disposiciones que sirvieron para hacer la confrontación entre la norma 
ordinaria y la Constitución. 
Artículo 244: La Corte Constitucional comunicará al Presidente de la República o al 
Presidente del Congreso, según el caso, la iniciación de cualquier proceso que tenga por 
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objeto el examen de constitucionalidad de normas dictadas por ellos. Esta comunicación 
no dilatará los términos del proceso. 
Efectos de las sentencias de la Corte Constitucional 
Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a 
cosa juzgada constitucional. Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido material 
del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan en la 
Carta las disposiciones que sirvieron para hacer la confrontación entre la norma ordinaria 
y la Constitución. (Artículo 243 de la Constitución Política.) 
Integración de la Corte Constitucional 
La Corte Constitucional está integrada por nueve (9) Magistrados, elegidos por el 
Senado de la República para períodos individuales de ocho años, de ternas que presentan: 
tres (3) el Presidente de la República, tres (3) la Corte Suprema de Justicia y tres (3) el 
Consejo de Estado (Artículo 44 de la Ley 270 de 1996) 
Las ternas deberán conformarse con abogados de distintas especialidades del 
derecho y el Senado elegirá un Magistrado por cada terna, procurando que la 
composición final de la Corte Constitucional responda al criterio de diversidad en la 
especialidad de los Magistrados. 
Cuando se presente una falta absoluta entre los Magistrados de la Corte 
Constitucional, corresponde al órgano que presentó la terna de la cual fue elegido el 
titular, presentar una nueva para que el Senado de la República haga la elección 
correspondiente. 
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Producida la vacante definitiva, la Corte Constitucional la comunicará de inmediato 
al órgano que debe hacer la postulación para que, en un lapso de quince días, presente la 
terna ante el Senado de la República. La elección deberá producirse dentro de los treinta 
días siguientes a la fecha de presentación de la terna o de la iniciación del período 
ordinario de sesiones en caso de que a la presentación de la misma el Congreso se 
encontrare en receso. 
Mientras se provee el cargo por falta absoluta o por falta temporal de uno de sus 
miembros la Corte Constitucional llenará directamente la vacante. 
 
Jurisdicción disciplinaria 
 
La Jurisdicción disciplinaria básicamente es la encargada de administrar el 
presupuesto, la disciplina y la organización de la rama judicial colombiana. El Consejo 
Superior de la Judicatura (CSJ) es el estamento máximo de esta jurisdicción y en materia 
organizacional y de gestión es la última autoridad del sistema judicial nacional. El CSJ 
inició labores el 15 de marzo de 1992 en Colombia y está integrada por 13 magistrados 
divididos en dos salas (Administrativa y Disciplinaria). 
  
Composición del Consejo Superior de la Judicatura (Const. 1991, Arts. 254-255; 
Artículo 76 de la Ley 270 de 1996) 
Artículo 254: El Consejo Superior de la Judicatura se dividirá en dos salas: 
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1. La Sala Administrativa, integrada por seis magistrados elegidos para un período 
de ocho años, así: dos por la Corte Suprema de Justicia, uno por la Corte 
Constitucional y tres por el Consejo de Estado. 
2. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria, integrada por siete magistrados elegidos para 
un período de ocho años, por el Congreso Nacional de ternas enviadas por el 
Gobierno. Podrá haber Consejos Seccionales de la Judicatura integrados como lo 
señale la ley. 
Artículo 255: Para ser miembro del Consejo Superior de la Judicatura se requiere ser 
colombiano por nacimiento, ciudadano en ejercicio y mayor de treinta y cinco años; tener 
título de abogado y haber ejercido la profesión durante diez años con buen crédito. Los 
miembros del Consejo no podrán ser escogidos entre los magistrados delas mismas 
corporaciones postulantes  
Funciones del Consejo Superior de la Judicatura (CSJ) (Const. 1991, Artículo256-
257) 
Artículo 256: Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos 
Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones: 
1. Administrar la carrera judicial. 
2. Elaborar las listas de candidatos para la designación de funcionarios judiciales y 
enviarlas a la entidad que deba hacerla. Se exceptúa la jurisdicción penal militar 
que se regirá por normas especiales. 
3. Examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama 
judicial, así como las de los abogados en el ejercicio de su profesión, en la 
instancia que señale la ley. 
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4. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
5. Elaborar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial que deberá ser remitido 
al Gobierno, y ejecutarlo de conformidad con la aprobación que haga el Congreso. 
6. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones. 
7. Las demás que señale la ley. 
Artículo 257. Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las 
siguientes funciones: 
1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los 
despachos judiciales. 
2. Crear, suprimir, fusionar y trasladar cargos en la administración de justicia. En 
ejercicio de esta atribución, el Consejo Superior de la Judicatura no podrá 
establecer a cargo del Tesoro obligaciones que excedan el monto global fijado 
para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones iníciales. 
3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones 
internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales 
y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no 
previstos por el legislador. 
4. Proponer proyectos de ley relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y procedimentales. 
5. Las demás que señale la ley. 
Jurisdicción Especial 
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La presente rama judicial reconoce la jurisdicción especial indígena y autoriza a la 
ley para la creación y administración de jueces de paz al interior del territorio nacional, 
encargados de resolver conflictos a partir de un criterio de equidad y con la característica 
especial de ser elegidos por votación popular; esta tradición anglosajona de los jueces de 
paz representa una importante innovación en el sistema judicial colombiano dado que 
parte de entender el sentido de justicia para ciertos escenarios como una virtud innata, 
que nada tiene que ver con la técnica del derecho. 
 
Jueces Indígenas (Const. 1991, Art. 246) 
 
Artículo 246: Las jurisdicciones de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones 
jurisdiccionales al interior de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias 
normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y a las leyes 
de la República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción 
especial con el sistema judicial nacional. 
 
Jueces de Paz (Const. 1991, Art. 247) 
 
Artículo 247 C.P. La Ley podrá crear jueces de paz encargados de resolver en 
equidad conflictos individuales y comunitarios. También podrá ordenar que se elijan por 
votación popular. 
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7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION 
 
7.1 Tipo de investigación 
 
La presente investigación es de carácter exploratorio  y descriptivo por lo cual se 
pretende recoger e identificar  antecedentes generales respecto al tema  investigativo. 
 
7.2 Tipo de enfoque 
 
  El tipo de enfoque de la investigación es de carácter cualitativo, basándonos 
principalmente en los principios teóricos tales como la fenomenología, la hermenéutica, 
la interacción social empleando métodos de recolección de datos que son no 
cuantitativos, con el propósito de explorar las relaciones sociales y describir la realidad 
tal como la experimentan sus correspondientes protagonistas.  
 
7.2 Población y muestra 
Población: Justicia Penal Militar y el poder público colombiano. 
Muestra: Se realizaran encuestas a Jueces Penales de Pereira. 
 
7.3 Técnicas de Recolección de la Información 
Es posible considerar que para la investigación a desarrollar el instrumento más adecuado 
para realizar la recolección de información es el documental por cuanto se trata de reunir 
información necesaria para realizar un análisis  
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8. DESARROLLO TEMATICO 
CAPITULO I: LAS RAMAS DEL DERECHO 
 
La gran división tradicional del derecho distingue entre el Derecho Público y el 
Derecho Privado, conocida ya desde el antiguo Derecho Romano. Según la definición de 
Ulpiano, contenida en el Digesto de Justiniano, el Derecho Público hace referencia “al 
estado de la cosa pública de Roma”, mientras que el Derecho Privado, se refiere “al 
interés de los particulares”. O sea, que el primero hacía referencia a la estructura y 
organización estatal, y a las relaciones del estado con los particulares, cuando ejerce su 
acción investido de imperium, o sea en un plano de jerarquía superior, por ejemplo, 
cuando impone un impuesto. 
 
En el derecho Público las partes de la relación no están en plano de igualdad. O sea, 
una de ellas está subordinada al poder de la otra. Por ejemplo, cuando el estado en 
ejercicio de la función pública integra la relación. En el derecho laboral, se considera que 
el empleador posee la autoridad necesaria, para imponer al trabajador ciertas condiciones 
laborales, a las cuales el trabajador debe subordinarse. En los casos en los que el estado 
actúa no como órgano de poder, sino en un plano de igualdad jurídica, por ejemplo si 
constituyen una empresa, intervienen las normas de Derecho Privado. En éste, predomina 
más la libertad de las partes, dentro de los límites legales, para establecer las condiciones 
de la relación. 
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En definitiva, sin entrañar una división tajante podríamos decir que cuando valores 
superiores de justicia se hallan involucrados, y el estado impone ciertas pautas a la que 
los sujetos del derecho deben ajustarse estaríamos en el ámbito del Derecho Público, 
integrado por las siguientes ramas: Derecho Administrativo, Derecho Constitucional, 
derecho Penal, Derecho Procesal, Derecho Laboral y Derecho Tributario. 
El Derecho Privado comprende el Derecho Civil y el Derecho Comercial. 
 
El Derecho Constitucional, formado por las normas contenidas en la más 
importante de las leyes de un estado, ya que ninguna otra puede contradecirla, so pena de 
ser declarada inconstitucional, trata de la organización de los poderes del estado, de los 
derechos y deberes de los habitantes y de una serie de declaraciones sobre las bases en las 
que se asienta la organización político-jurídica y social de la nación. 
Ramas del  Derecho Colombiano  
 
a) El Derecho Administrativo, es el conjunto de normas que regulan el 
funcionamiento del estado como poder administrador, entre los distintos órganos 
administrativos, y su relación con los particulares. Esta rama surgió con la Revolución 
Francesa. 
b) El Derecho Penal, comprende las normas que regulan las conductas punibles de 
los habitantes de Colombia, sobre aquellas que se consideran delictivas, para las cuales 
las normas jurídicas tienen prevista una sanción. La tipicidad de las normas penales es un 
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rasgo característico, ya que para que una conducta sea susceptible de sanción penal, debe 
coincidir plenamente con la descripta por la norma, sin poder aplicarse la analogía. 
c) El Derecho Procesal, contiene las normas a las que deben ajustarse los 
procedimientos a seguirse en el ejercicio de una acción ante los tribunales judiciales, 
como modos de presentación o plazos, y aquellas reglas a las que los jueces deben 
ajustarse para aplicar el Derecho en sus sentencias. 
d) El Derecho Civil, regula las relaciones entre particulares, ya sean personas físicas 
o jurídicas, o el propio estado, cuando no lo hace en ejercicio de su poder como autoridad 
pública. Es la más utilizada entre las ramas del derecho ya que comprende las relaciones 
patrimoniales, personales, de vecindad, de familia, de derecho sucesorio, etc. 
e) El Derecho Comercial, o Mercantil, se encarga de regular la actividad de los 
comerciantes, y sus relaciones comerciales, denominadas actos de comercio. 
f) El Derecho Laboral es el que se refiere a las relaciones entre los patrones y sus 
empleados, fijando sus deberes y derechos recíprocos, así como la protección de la parte 
más débil de la relación: el trabajador. 
g) El Derecho Internacional Privado trata de la regulación de las relaciones entre 
particulares, con domicilios en diferentes países, o hechos acaecidos en diferentes 
estados. 
h) El Derecho Internacional Público, rige las relaciones entre distintos estados u 
organizaciones internacionales. 
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CAPITULO II: RAMAS DEL  PODER PÚBLICO Y FUNCIONES 
 
El poder público en Colombia se distribuye en la ramas, ejecutiva, legislativa y 
judicial, concebidas desde el año 1945, y en entidades de organización electoral y 
organismos de control establecidos por la Constitución de 1991. 
 
Rama ejecutiva 
El poder público está compuesto por tres ramas: la rama legislativa, la rama judicial 
y la rama ejecutiva. 
La rama ejecutiva representa al gobierno y está compuesta por las gobernaciones, 
las alcaldías, las superintendencias, los establecimientos públicos y las empresas 
industriales o comerciales del Estado. 
El presidente de la República de Colombia es el jefe del Estado, el jefe del gobierno 
y por ende es la suprema autoridad administrativa.  
Funciones del Presidente como Jefe de Estado: 
- Representar al país internacionalmente 
- Suscribir tratados con otros países 
- Elegir los embajadores que representarán a Colombia en el exterior 
 
Funciones del Presidente como Jefe de Gobierno: 
-Es el encargado de la conducción política del país tanto en el orden nacional como en el 
internacional 
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-Nombrar y separar libremente a los Ministros del Despacho y a los Directores de 
Departamentos Administrativos. 
-Dirigir la fuerza pública y dispone de ella como Comandante Supremo de las Fuerzas 
Armadas de la República. 
-Promulgar, obedecer y sancionar las leyes. 
-Ejercer la inspección y vigilancia de la enseñanza conforme a la ley. 
 Funciones del Presidente como suprema autoridad administrativa: 
- Dictar la ley del Banco de la República. 
- Decidir el Plan Nacional de Desarrollo y de inversiones públicas 
- Nombrar a los presidentes, directores o gerentes de los establecimientos públicos 
- Velar por la estricta recaudación y administración de las rentas y caudales públicos y 
decretar su inversión de acuerdo con las leyes. 
- Celebrar los contratos que le correspondan con sujeción a la Constitución y la ley. 
- Ejercer, de acuerdo con la ley, la inspección, vigilancia y control sobre las personas que 
realicen actividades de carácter financiero y bursátil, o de cualquier otra que esté 
relacionada con el manejo, aprovechamiento o inversión de recursos públicos. 
-Nombrar a los presidentes, directores o gerentes de los establecimientos públicos 
-Velar  por la estricta recaudación y administración de las rentas y caudales públicos y  
debe decretar su inversión de acuerdo con las leyes. 
 Funciones del Vicepresidente 
- El Vicepresidente de la República será elegido por votación popular el mismo día y en 
la misma fórmula con el Presidente de la República. 
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- Reemplazar al Presidente durante ausencias temporales o definitivas 
- Encargarse de tareas especiales que le han sido encomendadas por el Presidente (por 
ejemplo del tema de derechos humanos) 
 Funciones de los Ministros: 
-Bajo la dirección del Presidente de la República, a los ministros les corresponde 
formular las políticas atinentes a su despacho, dirigir la actividad administrativa y 
ejecutar la ley. 
- Servir de voceros del Gobierno ante el Congreso 
- Presentar proyectos de ley ante el Congreso 
- Tomar parte en los debates de la Cámara de Representantes 
- Encargarse de la administración interna de su respectiva entidad 
 Funciones de los directores de departamentos administrativos: 
- Su función es técnica y administrativa 
- No van a debates en la Cámara de Representantes 
- No pueden ser citados por el Congreso 
- No pueden presentar proyectos de ley 
- Pueden ser citados a las comisiones del Congreso, siempre y cuando éstas no sean 
debates políticos, y tan sólo a presentar informes técnicos 
Algunas de estas entidades son el Departamento Nacional de Etadística  -DANE-,  o el 
Departamento Nacional de Planeación -DNP- 
Rama Legislativa 
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El poder público está compuesto por tres ramas: la rama legislativa, la rama judicial 
y la rama ejecutiva. 
 
Esta rama de los poderes públicos está compuesta por los organismos que 
componen el Congreso de la República: la Cámara de Representantes y el Senado de la 
República. Sus integrantes son elegidos por medio del voto popular y cada uno de ellos, 
representantes y senadores, tiene el mismo nivel de poder y de responsabilidad dentro de 
sus instituciones. 
Senado 
 
El Senado es una institución de circunscripción nacional; es decir, su elección se 
hace desde todos los municipios del país. 
 
Para que una persona pueda ser elegida como Senador debe cumplir con ciertos 
requisitos, entre ellos: ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio y ser mayor 
de treinta años a la fecha de la elección. El Senado de la República está compuesto por 
102 miembros, 100 son elegidos por voto popular y dos representan a las comunidades 
indígenas. 
Cámara de Representantes 
 
Las personas que componen la Cámara de Representantes deben cumplir con los 
mismos requisitos que los senadores para aspirar a este cargo. La Cámara cuenta con 166 
representantes de los cuales 161 son elegidos en los departamentos y en el Distrito 
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Capital. Los otros cinco representantes ocupan unas curules especiales: dos para las 
comunidades afrodescendientes, una para las comunidades indígenas, una representa a los 
colombianos que viven en el exterior y otra curul es para las minorías políticas. 
Funciones del Congreso de la República: 
El Congreso de la República tiene las siguientes funciones: 
Función Constituyente: Es el organismo encargado de reformar la Constitución Política 
mediante Actos Legislativos. 
Función Legislativa: Para elaborar, interpretar, reformar y derogar las Leyes y Códigos 
en todos los ramos de la Legislación. 
Función de Control Político: Para requerir y emplazar a los Ministros del Despachos y 
demás autoridades, y conocer de las acusaciones que se formulen contra altos 
funcionarios del Estado. 
Función Judicial: El Congreso puede juzgar excepcionalmente a los funcionarios del 
Estado por responsabilidad política. 
Función Electoral: El Congreso es el encargado de elegir a los siguientes funcionarios: 
Contralor General de la República, Procurador General de la Nación, Magistrados de la 
Corte Constitucional y de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, Defensor del Pueblo y al Vicepresidente de la República si se presenta falta 
absoluta. 
Función Administrativa: El Congreso debe establecer la organización y funcionamiento 
del Congreso Pleno, el Senado y la Cámara de Representantes. 
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Función de Control Público: Para emplazar a cualquier persona, natural o jurídica, a 
efecto de que rinda declaraciones, orales o escritas, sobre hechos relacionados con las 
indagaciones que la Comisión adelante. 
Función de Protocolo: Para recibir a Jefes de Estado o de Gobiernos de otras Naciones.  
Las funciones del Senado y de la Cámara de Representantes, aunque van de la mano, no 
son las mismas:  
Funciones del Senado 
- Admitir o no la renuncia del Presidente o del Vicepresidente de la República. 
- Conceder licencia al Presidente de la República para separarse temporalmente del 
cargo, si no se presenta caso de enfermedad. 
- Declarar el abandono del cargo y la incapacidad física permanente del Presidente de la 
República. 
- Decidir sobre las excusas del Vicepresidente para ejercer la Presidencia de la República. 
- Elegir los Magistrados de la Corte Constitucional. 
- Elegir al Procurador General de la Nación. 
- Aprobar o desaprobar los ascensos militares que confiera el Gobierno 
- Autorizar al Gobierno para declarar la guerra a otra Nación. 
- Permitir el tránsito de tropas extranjeras por el territorio de la República. 
- Rendir concepto previo al Gobierno sobre la prórroga para el segundo período del 
Estado de conmoción interior. 
- Conocer de las acusaciones que formule la Cámara de Representantes contra los altos 
funcionarios del Estado.  En este caso conocerá por hechos u omisiones ocurridos en el 
desempeño de los mismos. 
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- Conocer del abandono del ejercicio del cargo, por motivo de enfermedad y por el 
tiempo necesario, del Presidente de la República. 
-  Elegir a los miembros de la Comisión de Administración del Senado 
Funciones de la Cámara de Representantes 
- Elegir al Defensor del Pueblo. 
- Examinar y concluir la cuenta nacional del tesoro que le envía el Contralor General. 
- Acusar ante el Senado a los altos funcionarios del Estado, si hay causas 
constitucionales. Entre los altos funcionarios del Estado se encuentran: el Presidente de la 
República o a quien lo remplace,  a los magistrados de la Corte Constitucional, a los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los miembros del Consejo Superior de la 
Judicatura, a los magistrados del Consejo de Estado y al Fiscal General de la Nación. 
- Conocer las denuncias y las quejas que el Fiscal General de la Nación le presente, y si 
son meritorias, acusarlas ante el Senado. 
- Comisionar funcionarios para efectuar las investigaciones que le competen. 
Rama Judicial 
 
Art. 116 Constitución Política de Colombia. La Corte Constitucional,  la Corte 
Suprema de Justicia,  el  Consejo de Estado, el  Consejo Superior de la Judicatura, la 
Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces administran Justicia. También 
lo hace la Justicia Penal Militar. 
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El poder público está compuesto por tres ramas: la rama legislativa, la rama judicial 
y la rama ejecutiva. 
 
La rama judicial es la encargada de administrar la justicia en Colombia; esta tarea 
es una función pública. Está compuesta por seis organismos: la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado, la Corte Constitucional, el Consejo Superior de la 
Judicatura, las Jurisdicciones Especiales y la Fiscalía General de la Nación. 
 
Tanto los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia como los del Consejo de 
Estado serán nombrados según las listas  que envía el Consejo Superior de la Judicatura. 
 Corte Suprema de Justicia 
Es el máximo tribunal de la justicia ordinaria y se compone de un número impar de 
magistrados que determina la ley. Las funciones de la Corte Suprema de Justicia son: 
-Actuar como tribunal de casación. 
-Juzgar al Presidente o a quien haga de sus veces, así como a los altos funcionarios. 
-Investigar y juzgar a los miembros del Congreso. 
-Juzgar, por los hechos punibles que se imputen, previa acusación del Fiscal General de 
la Nación, a los Ministros del Despacho, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a 
los Agentes del Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los 
Tribunales. También debe juzgar a los directores de los Departamentos Administrativos, 
al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefes de misión diplomática, a 
los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales, a los Generales y Almirantes de la 
Fuerza Pública. 
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 Consejo de Estado 
El Consejo de Estado está compuesto por un número impar de magistrados, el cual 
es determinado por la ley. Los magistrados no pueden ser reelegidos. 
 
El Consejo de Estado tiene seis funciones generales: 
- Es el tribunal supremo de lo contencioso administrativo. 
- Debe conocer las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados 
por el Gobierno y que no corresponden  la Corte Constitucional. 
- Es el cuerpo consultivo supremo del Gobierno en temas de administración. 
- Es el encargado de preparar y presentar los proyectos de reformas a la Constitución, así 
como los proyectos de ley. 
- Tiene que estar al tanto de los casos de pérdida de investidura de los Congresistas. 
- El Consejo de Estado se da su propio reglamento y tiene que ejercer otrs funciones que 
puede determinar la ley. 
 La Corte Constitucional: 
 
La Corte Constitucional está compuesta por un número impar de miembros, los 
cuales son escogidos por el Senado de la República para periodos de ocho años. Tampoco 
pueden ser reelegidos. 
 
La Corte Constitucional es la encargada de guardar la integridad y la supremacía de 
la Constitución. 
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Entre sus funciones se encuentran: 
-Decide sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos y 
contra los actos reformatorios de la Constitución. 
-Decide con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la 
convocatoria a un referendo o a una Asamblea Constituyente para reformar la 
Constitución. 
-Decide sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas 
populares y plebiscitos del orden nacional. 
-Decide sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra 
las leyes. 
-Decide definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan 
sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales. 
-Revisa, de acuerdo a  la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela 
de los derechos constitucionales. 
-Decide definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las 
leyes que los aprueben. 
Consejo Superior de la Judicatura 
Está dividido en dos salas: la administrativa y la jurisdiccional disciplinaria. La 
primera está integrada por seis magistrados que son elegidos así: dos por la Corte 
Suprema de Justicia, uno por la Corte Constitucional y 
tres por el Consejo de Estado, para un período de ocho años. La segunda, está integrada 
por siete magistrados, que también son elegidos para un período de ocho años. Son 
elegidos por el Congreso Nacional de ternas. 
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 Los magistrados del Consejo Superior de la Judicatura deben: 
- Administrar la carrera judicial. 
-Elaborar las listas de candidatos para la designar funcionarios judiciales. La jurisdicción 
penal militar es su excepción. 
-Examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial. 
-Controlar el rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
-Elaborar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial y lo remite al Gobierno. 
 Jurisdicciones Especiales: 
Se refiere a la autoridad de los pueblos indígenas porque ellos pueden ejecutar 
funciones jurisdiccionales dentro de sus territorios de acuerdo a sus propias normas, sin 
embargo, estas no pueden ser contrarias a la Constitución ni a las leyes de la República.  
Fiscalía General de la Nación: 
La Fiscalía General de la Nación nació con la promulgación de la Carta 
Constitucional de 1991, pero comenzó a operar hasta el primero de julio de 1992. 
 
Tras un oficio o mediante denuncia o querella, debe investigar los delitos y acusar a 
los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales competentes. 
Las funciones de la Fiscalía General de la Nación son: 
- Asegurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal, adoptando las 
medidas de aseguramiento. 
- Calificar y declarar precluidas las investigaciones realizadas. 
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- Dirigir y coordinar las funciones de policía judicial. 
- Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el proceso. 
El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en toda la nación. 
 
Autoridades Autónomas e Independientes  
 
En la estructura del Estado aparecen autoridades u organismos autónomos e 
independientes, unos de ellos de creación constitucional y otros, simplemente autónomos, 
de creación legal, sin pretender afirmar que sea una innovación que ha querido imponer 
el ordenamiento jurídico colombiano, especialmente a partir de la Constitución Política 
de 1991, frente a las existentes en los demás países continentales o de derecho 
anglosajón, puesto que si bien en el derecho comparado ellas no están inscritas 
positivamente en la Constitución, tienen igualmente su asidero constitucional.  Los 
órganos de creación o tratamiento constitucional, gozan de una amplia autonomía e 
independencia que únicamente se ve limitada por la misma Carta Superior y, en tal 
virtud, son diferentes a los órganos de origen y tratamiento legal,  toda vez que en este 
segundo caso, es el legislador quien los crea, define su misión, le atribuye sus funciones, 
define su estructura y, en fin, fija las reglas generales que deben seguir en el 
cumplimiento de sus fines como entidades estatales.     
 
Es necesario entonces abordar el estudio de tales autoridades, comenzando por las 
de creación o tratamiento constitucional, del cual se infiere cómo fue voluntad del 
Constituyente colombiano de 1991, crear o sistematizar otros órganos autónomos e 
independientes, diferentes de los que integran las tradicionales Ramas Legislativa, 
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Ejecutiva y Judicial, para que cumplan otras funciones a cargo del Estado.  A su vez, 
algunos de tales órganos se agrupan en dos grandes organizaciones –la organización 
fiscalizadora o de control y la organización electoral- y otros aparecen como órganos 
sueltos, si se quiere únicos, para el cumplimiento de sus funciones.  Del estudio se 
aprecia igualmente que fue voluntad del Constituyente prever únicamente dos órganos 
únicos de esta clase, con personería jurídica y autonomía administrativa, patrimonial y 
técnica, sujetos a regímenes legales propios  –el Banco de la República y la Comisión 
Nacional de Televisión-. Empero, a estos últimos debe sumárseles ahora, otros que por 
vía jurisprudencial, se les considera también como órganos autónomos en la estructura 
del Estado, como quiera que la Corte Constitucional ha extendido a ellos el concepto, 
alcance y fines de la “Autonomía” prevista en la Constitución Política. Ellos son las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las Universidades oficiales y la Comisión 
Nacional de Servicio Civil.   
Organismos de control 
Están compuestos por la Contraloría General de la República y el Ministerio 
Público, conformado a su vez por la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría 
del Pueblo. 
La Contraloría vigila la gestión de los recursos de la administración y de los 
particulares o entidades que manejan fondos o bienes de la Nación. Es una entidad 
técnica y tiene autonomía administrativa y de presupuesto. 
La Procuraduría formula las políticas generales en materia de control disciplinario 
de los funcionarios y demás personas que prestan servicios al Estado. Su vigilancia es 
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con fines preventivos. Actúa ante las autoridades administrativas y judiciales y 
promociona y defiende los derechos humanos. 
La Defensoría del Pueblo ejerce funciones bajo la dirección del Procurador General 
de la Nación. Su función es velar por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los 
derechos humanos. 
 
La Constitución de 1991 dotó de importancia a estos órganos, confiriéndoles 
autonomía e independencia frente a las tres ramas del poder público. Como su nombre lo 
indica, los organismos de control velan por que los recursos públicos se gasten en 
beneficio de la comunidad y no vayan a parar al bolsillo de unos pocos. Del mismo 
modo, estas entidades vigilan la protección de los derechos y libertades de los 
ciudadanos. 
Organización electoral 
Está compuesta por el Consejo Nacional Electoral, que está a cargo de dar posesión 
a su cargo al Registrador Nacional del Estado Civil, conocer los recursos interpuestos al 
resultado de una elección, supervisar el cumplimiento de las normas sobre partidos 
políticos y elecciones y efectuar el escrutinio de toda la votación nacional, entre otras 
funciones. 
La Registraduría Nacional del Estado Civil tiene a su cargo la organización de las 
elecciones, su dirección y vigilancia, así como lo relativo a la identidad de las personas. 
El Registrador Nacional del Estado Civil es nombrado por las Altas Cortes, a través de un 
concurso de méritos. 
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Del mismo modo, la Constitución de 1991, en su interés por fortalecer la 
democracia y la participación, hizo que la Organización Electoral, encargada de 
posibilitar la expresión ciudadana a través de los procesos de elección popular, también 
contara con independencia frente a las ramas del poder público. 
 
Justicia Penal Militar Colombiana 
 
ARTICULO 116. Modificado por el artículo 1 del A.L. 3 de 2002. La Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior 
de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, 
administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. El Congreso ejercerá 
determinadas funciones judiciales. 
 
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la 
instrucción de sumarios ni juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar 
justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de 
árbitros habilitados por las partes para proferir fallos enderecho o en equidad, en los 
términos que determine la ley. 
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ARTICULO 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará 
las siguientes materias: 
 
a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos 
para su protección; 
 
b) Administración de justicia; 
 
c) Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la 
oposición y funciones electorales; 
 
d) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana. 
 
e) Estados de excepción. 
 
f) Adicionado por el artículo 4 del A.L. 2 de 2004. La igualdad electoral entre los 
candidatos a la Presidencia de la República que reúnan los requisitos que determine la 
ley. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Adicionado por el artículo 4 del A.L. 2 de 2004. El 
Gobierno Nacional o los miembros del Congreso presentarán, antes del 1o de marzo de 
2005, un Proyecto de Ley Estatutaria que desarrolle el literal f) del artículo 152 de la 
Constitución y regule además, entre otras, las siguientes materias: Garantías a la 
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oposición, participación en política de servidores públicos, derecho al acceso equitativo a 
los medios de comunicación que hagan uso del espectro electromagnético, financiación 
preponderantemente estatal de las campañas presidenciales, derecho de réplica en 
condiciones de equidad cuando el Presidente de la República sea candidato y normas 
sobre inhabilidades para candidatos a la Presidencia de la República. 
 
El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá ser objeto de mensaje de insistencia si 
fuere necesario. El Congreso de la República expedirá la Ley Estatutaria antes del 20 de 
junio de 2005. Se reducen a la mitad los términos para la revisión previa de exequibilidad 
del Proyecto de Ley Estatutaria, por parte de la Corte Constitucional. 
 
ARTICULO 221. Modificado por el artículo 1 del A.L. 2 de 1995. De los delitos 
cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el 
mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, con arreglo a las 
prescripciones del Código Penal Militar. Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 
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CAPITULO III: HISTORIA DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR 
 
Ante los importantes avances normativos en Justicia Penal Militar se ha hecho 
necesaria la capacitación de funcionarios en materia de Sistema Penal Acusatorio, 
Doctrina y Política Criminal vigente dentro del marco de la política integral de Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario; así como la actualización de los 
miembros de las Instituciones Militares en cuanto a procedimientos jurídicos y 
prevención del delito. 
 
Resulta interesante considerar una definición para el concepto de Justicia Penal 
Militar y habría que entrar a decir que es una jurisdicción especializada y encargada de la 
investigación y juzgamiento de hechos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo, y en relación con el mismo servicio, según lo establecido en la Ley 1407 
de 2010. 
 
Luego de la aprobación en el congreso del Acto Legislativo 02 del 27 de Diciembre 
de 2012, “por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política 
de Colombia”, buscando fortalecer con autonomía e independencia esta jurisdicción 
especializada y estableciendo un marco normativo claro, que ofrezca seguridad jurídica a 
los integrantes de la Fuerza en relación con los actos del servicio, derivados de las 
operaciones militares, en el contexto del conflicto armado de carácter no internacional en 
Colombia y la aplicación de las normas del Derecho Internacional Humanitario. 
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También es importante hacer un recuento histórico que dé luces sobre la 
importancia y trascendencia de esta jurisdicción. La historia de la Justicia Penal Militar 
tiene su génesis en las campañas de las Legiones Romanas quienes estaban sometidas a 
ciertas normas de disciplina y honor por parte del mismo emperador con el propósito de 
garantizar la permanencia de su Ejército y del Imperio. 
 
Estas mismas normas llegarían luego de varios siglos a nuestras tierras, en el año de 
1492, por cuenta de los conquistadores españoles quienes contaban con un Derecho Penal 
Castrense a finales del siglo XVII el cual contenía Ordenanzas Reales y las llamadas 
Leyes de Indias que fuera una recopilación de las distintas normas regulatorias de la vida 
económica, social, política e incluso militar. 
 
Durante el reinado de Carlos II en su libro tercero contempla: “deberes, 
competencias, atribuciones y funciones de los virreyes, gobernadores y militares”, más 
adelante el Rey Carlos III, reformador de las instituciones militares, promulgó el Decreto 
Real del 9 de febrero de 1793, estableciendo un fuero militar para los ejércitos de España 
y Ultramar que era ejercido por sus pares, en este caso, capitanes generales del Ejército 
con funciones jurisdiccionales especiales, quienes se encontraban asistidos por un auditor 
letrado. 
 
Durante la emancipación, la primera aplicación conocida del Derecho Penal Militar 
en las filas patriotas, tuvo lugar cuando el General Antonio Nariño, al mando del Ejército 
Unido de la Nueva Granada adelantaba la Campaña del Sur y tres de sus militares de 
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origen europeo de nombres Manuel Roergaz de Serviez, Cortés de Campomanes y el 
Barón de Schanbourg, incurrieron en conductas que hicieron pensar a Nariño en una 
insubordinación contra él, ordenando iniciar la investigación pertinente, separando del 
Ejército a los militares y enviándolos a Santafé para que los juzgaran de acuerdo al 
derecho español. 
 
Más tarde en la Constitución de 1811, promulgada por el presidente Jorge Tadeo 
Lozano, adoptándose la jurisprudencia penal militar española, se indicó de manera 
concreta en el Título VIII "De la fuerza pública", en su artículo 1. "El fuero militar se 
conservará como hasta aquí”. Al sellarse nuestra independencia y dando inicio a la 
República el Fuero Militar siempre tuvo reconocimiento constitucional conservándose la 
esencia del Fuero del Derecho Español. 
 
La Justicia Penal Militar se fortalece y toma su merecida posición en nuestra 
historia, durante el mandato del General Francisco de Paula Santander ‘el Hombre de las 
Leyes’, primero como vicepresidente de Colombia en ausencia del Libertador-Presidente, 
luego en su segunda administración 1833-1837 y por última vez cuando a solicitud del 
secretario de guerra General Pedro Alcántara Herrán, le encargó redactar un Código 
Militar que, lamentablemente, quedó inconcluso por el deceso de su autor en 1840. 
 
Luego de casi un siglo turbulento de nuestra historia, en la Constitución de 1886, en 
su Título XVI compuesto de seis artículos, se definieron las instituciones militares y de 
manera específica en el artículo 170 se estableció: "De los delitos cometidos por los 
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militares en servicio activo y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes 
Marciales o Tribunales Militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal 
Militar", disposición que se ha mantenido de manera casi idéntica hasta nuestros días. 
 
Antes de la Constitución Política de 1991, la Justicia Penal Militar se encontraba 
íntimamente unida al mando quienes en cierta medida actuaban como jueces de instancia 
y el Tribunal Militar tenía la función de ser segunda instancia. 
 
Luego en la Constitución de 1991, se encuentra de manera específica con relación a 
la administración de justicia y al fuero militar, regulado en los artículos 116 inciso 
primero y 221: “La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los 
tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar” y 
“De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en 
relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con 
arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar”, respectivamente. 
 
Esta última norma fue modificada por el Acto Legislativo Nº. 2 de 1995, quedando 
del siguiente tenor: “De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en 
servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o 
tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales 
cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo o en retiro”. 
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A través de la Escuela de Justicia Penal Militar, cabe destacar la participación de 
operadores de Justicia Penal Militar como formadores del programa presidencial de 
Derechos Humanos junto con la Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación a nivel 
nacional donde se han capacitado un número importante de funcionarios de estas 
instituciones, demostrando de esta manera el nivel profesional de nuestro funcionarios. 
 
Aunado a lo anterior la Escuela, está llevando al escenario primario el conocimiento 
del Derecho Penal Militar, y ello se ha logrado a través de las facultades de derecho de 
diferentes universidades a nivel nacional, donde se forman los futuros abogados, 
litigantes, fiscales, jueces y magistrados. 
 
“Los hombres y mujeres que portan las armas de la Nación, deben tener un fuero 
fortalecido, no como un privilegio sino como un derecho justo, para que se enfrenten a 
todas las vicisitudes del conflicto armado Colombiano, siendo respetuosos de las normas 
del Derecho Internacional Humanitario y de los Derechos Humanos, para poder brindar 
la tranquilidad a nuestro Pueblo Colombiano”. 
 
ARTICULO 216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional. 
 
Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades 
públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas. 
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La Ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar 
y las prerrogativas por la prestación del mismo. 
 
ARTICULO 217. La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares 
permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 
 
Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, 
la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional. 
 
La Ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los 
ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, 
prestacional y disciplinario, que les es propio. 
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CAPITULO IV: PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD EN LA JUSTICIA 
PENAL MILITAR  COLOMBIANA 
 
 
Se entiende como una garantía  constitucional debido a que se integra al 
ordenamiento jurídico militar, esto por medio de las normas que lo conforman según el 
bloque de constitucionalidad. De alli que se traiga a pertinencia la reconocida declaración 
universal de los derechos humanos (art. 10), así también se tiene conocimiento de la 
Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre (art. 26),  otra que entra en 
relevancia es la convención americana de Derechos Humanos (Art. 8). Así también, está 
el pacto internacional de derechos civiles y políticos (art. 14) y otro es el convenio 
europeo para la protección de los derechos  humanos y libertades fundamentales del 1950 
según art. 6.1. 
 
Así pues, que la imparcialidad de la Justicia Penal Militar, es la garantía procesal 
del debido proceso, ya que constituye  límites al ejercicio arbitrario de la administración 
de justicia especializado. De alli que se haga hincapié en la obligación que poseen los 
jueces a la hora de proferir sentencias motivadas. De manera que para que se imponga 
una pena, se hace necesario el previo juzgamiento según las leyes preexistentes, para 
preponderar la integridad de las garantías que configuran el debido proceso. 
 
A continuación se expondrán sentencias  de la Corte Suprema de Justicia: 
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Sentencia de 18 de junio de 2008, radicación 29252. 
 
En esta Sentencia, la Corte Suprema de Justicia, se pronuncia respecto del principio 
de Imparcialidad, explicando que este deber de imparcialidad está íntimamente ligado 
con los institutos de los impedimentos y las recusaciones, reprocha la actuación de los 
funcionarios judiciales, cuando a pesar de encontrarse inmersos en una causal de 
impedimento, no lo declaran, o no admiten una recusación debidamente fundada. 
 
Respecto de lo afirmado por la Corte Suprema de Justicia, en cuanto a que el deber 
de imparcialidad está íntimamente ligado con los institutos de los impedimentos y las 
recusaciones, el actual Código Penal Militar Colombiano, los consagra en su Título 
Cuarto, Capítulo Segundo, artículos 277 al 284 
 
Sentencia del 2 de septiembre de 2009, Acta Aprobada N° 277, M.P. Julio 
Enrique Socha Salamanca. 
 
En esta sentencia la corte toma la decisión de que  la Corte Suprema de Justicia, trae la 
definición que sobre el principio de Imparcialidad, presenta el tratadista Cafferata Nores 
Jose160. Explica que sólo constituye motivo de excusa o de recusación aquél que de 
manera expresa se señala en la ley, de modo que las causas que dan lugar a un 
funcionario judicial para separarse del conocimiento de un determinado asunto, no 
pueden deducirse por aproximación ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en tanto 
se trata de reglas que garantizan la independencia judicial y de vigencia del principio de 
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imparcialidad del juez, señala que el ejercicio de la declaración de impedimento en tanto 
constituye un mecanismo orientado a garantizar la imparcialidad de quienes administran 
justicia, no está sujeto a la voluntad de los funcionarios judiciales, sino que se encuentra, 
de manera ineludible, atado a la taxatividad de sus causales, lo que significa que nadie 
puede acudir a la analogía ni a la extensión de los motivos expresamente señalados por la 
ley en aras de sustentar su procedencia. 
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9. CONCLUSIONES 
 
 
En síntesis la implementación del Sistema Acusatorio para la Justicia Penal Militar, 
aprobado por la Ley 1407 del 17 de Agosto de 2010, norma que se pone a tono con la 
actual dogmática del derecho penal ordinario, bajo la influencia de un esquema finalista. 
Se nota un sentido de pertenencia por parte de los funcionarios a la Justicia Penal Militar, 
quienes consideran que no debe perderse el fuero y por el contrario piden que se 
fortalezca la Dirección Ejecutiva para garantizar el cumplimiento de sus funciones con un 
órgano autónomo e independiente. 
 
Por último, aspiramos a que esta reflexión académica, sirva a la comunidad jurídica 
y para quienes deseen conocer y profundizar en estos aspectos, específicamente como 
referente y aporte académico para la Dirección Ejecutiva de la Justicia Penal Militar 
Colombiana. 
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